
Sector Social: Ajuste institucional*
Juan José Perfetti del Corral

El nuevo modelo de desarroilo que ci actual
gobierno ha puesto en marcha, presupone una
serie de ajustes institucionales en diversos cam-
p05. Adicionaimente, la promulgación de la nue-
va Constitución Ic representa nuevos retos
institucionales a la sociedad colombiana. En este
orden de ideas, y dentro del programa de mo-
dernización del Estado, ci gobierno nacional
adoptó, a finales de 1992, una serie de medidas
reiacionadas con ajustes en diferentes entidades
y mecanismos institucionales. Dentro de este
ajuste, se inciuyeron algunos entes relacionados
con ci sector social.

En razón a to anterior, se ha considerado de
gran importancia adetantar un análisis de las
impticaciones que ci mencionado ajuste tiene so-
bre las diferentes instituciones del sector social.
Como se vera más adelante, ci ajuste adeiantado
en este sector tienc por objeto impulsar, median-
to la creación de Fondos de Cofinanciación espe-

cializados, ci proceso de descentraiización que
dcsde hace aigunos aflos se adelanta en el pals.
No obstante la bondad de cste objetivo, en la
rcglamentación de los correspondientes decretos
scrá necesario tenor en cucnta las caracterlsticas
del sector social, con ci objeto de que ci ajuste
institucional propuesto Ic signifique un verdade-
ro impulso al sector.

I. Conpes para la polItica social

La operación del Conpes general ha sido, en va-
rios aspectos, de gran importancia para ci pals.
Asl, por ejempio, gracias a este mecanismo, ha
sido posible definir poilticas especificas que sir-
yen para orientar las dccisiones tanto del sector
püblico como del privado. Asl mismo, las defini-
ciones en materia presupuestai ayudan a inter-
pretar las intenciones del gobierno respecto a los
verdaderos énfasis de polltica.

* Este articulo hace parte de un anáiisis que ci autor reaiizó en desarrollo de una consultoria para ci DNP y el Banco Mundial
sobre Beneficiarios del Gas to Social en las Areas Rurales. Se agradecen los comentarios do Maria del Rosario Guerra y Carlos
Gerardo Molina.
El autor es economista y consultor privado.
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Esta experiencia positiva con ci Conpes gene-

ral en Colombia, junto a la generalizada crea-
ción, en varios paIses de America Latina de me-

canismos similares a éste, pero especializados

los mismos en ci area social, debieron llevar al
gobierno a proponer la creación del Conpes para
la poiItica social, mediante el decreto No. 2132 de
diciembre de 1992. Entre las funciones de este

organismo están la dc aprobar las polIticas, estra-
tegias y programas en ci area social, asI co-mo
ci plan de inversiones ptiblicas en esa materia;
definir, analizar y evaluar los planes y progra-

mas; establecer las caracterIsticas generales de los

programas elegibles para ci sistema de cofi-
nanciación, asI como trazar las orientaciones para
su ejecución; determinar los programas que Sc

cjecutarán directamente por los organismos y en-
tidades nacionales; y aprobar el programa de

asignación de recursos a los Fondos dc Cofi-
nanciaciOn.

Uno de los principales logros de la creación

del Conpes para Ia polItica social, es ci reconoci-
miento explIcito que se hace de Ia importancia

que ha adquirido el tcma social a nivel de ]as

decisiones gubernamen tales, al tiempo quc se

realza su manejo y tratamiento, diferenciándolo
del económico. Al dársele ci poder de apro-

bar las polIticas y programas del sector social, al
igual que ci respectivo plan de inversiones, se Ic

da mayor fuerza a las decisiones que se to-men

en dicho Consejo.

No obstante lo anterior, no es claro cual es ci
grado de coordinaciOn con los otros cntes
decisorios, en los cuales también se toman me-
didas que afectan al sector social, como es ci

Conpes general. En principio pareciera que al

estar la secretarla técnica de ambos organismos
en cabeza del Departamento Nacional de

Planeación (DNP), a través de dicha institución

se lograrla dicha coordinación. Sin embargo, cabe

la pregunta de a quién finalmente Ic corresponde

definir ci presupuesto final para ci sector social y

si Sc rcspctarán las cifras aprobadas en el Conpes

social. La tradición en el manejo presupuestal del
pals, es que ci Ministerio de Hacienda tiene una

gran ingerencia en la definición final del presu-
puesto global ain por encima del DNP y su sola

prescncia on ci Conpes social no es garantla de

que se respetarán las decisiones de este Corrsejo.

Dc otra partc, en el mencionado decreto se

establece que ci Conpes social deberá determi-

nar las caracterIsticas generaies de los progra-
mas clegibles para ci sistema de cofinanciación,

asI como trazar las directrices para su orienta-

ción, excepto aqucilas que adelante ci Fondo
de Solidaridad y Emergencia Social de la Presi-
dencia de Ia Repiiblica. Para efectos de coordi-

nación, serla deseable que por lo menos en una
sesiOn especial se presentaran los proyectos y
programas que adelanta ci Fondo, con ci propó-

sito de que ]as otras entidades del sector social,

incluidos los Fondos de Cofinanciación, puedan

realizar los ajustes requeridos y adoptar las me-

didas correspondientes. En este sentido, debe
primar ci concepto de coordinación on ]as inver-

siones sociales, ya que con ello se ordena ci gas-

to püblico y se mejora su efectividad y eficien-

cia. Más adelante y como consecuencia de las
multiples funciones asignadas al Fondo de
Emergencia Social, se vera que es fundamental
la ncccsidad de coordinar todas las acciones
institucionales del sector social, a travéS del

Conpes para Ia poiltica social.
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H. Fondos de cofinanciación

Una de las bondades del ajuste adelantado re-
cientemente en ci pals, es ci ordenamiento
institucional que se estableció en los mecanis-
mos de apoyo a los entes territoriales. Al genera-
lizarse la cofinanciación como el mecanismo de
apoyo financiero a dichos entes, no solo se hace
un reconocimiento expilcito de las bondades del
mismo, sino que introduce el principio de que el
desarrollo económico y social de las regiones es
tarea propia de las mismas. Por otra parte, al
establecerse fondos especializados por tipo de
sector atendido y población objctivo, se raciona-
liza ci uso de los recursos al tiempo que se hace
más eficiente ci accionar institucional.

A. Fondo para la Inversion Social-FIS

Mediante la fusion del Fondo Nacional Hospita-
lario y el Fondo del Ministerio de Educación Na-
cional, se conformó ci Fondo de CofinanciaciOn
para la Inversion Social-FIS. Este Fondo es un
establecirniento pOblico del orden nacional, con
personerla juridica, patrimonio propio y autono-
mia administrativa, ci cual está adscrito al DNP.

El objeto del FIS Cs dc cofinanciar, en forma
descentralizada, programas y proyectos prcscn-
tados por las entidades territoriales en diferente
Areas, entre las que Se destacan: subsidio a la
demanda, salud, educación, cuitura, recreación,
deportes y atención a grupos vuinerabies de Ia
pobiaciOn. Los recursos del Fondo se dedicarán
a la inversiOn y a gastos de funcionamiento solo
en las fases iniciales. El Fondo contará con una
junta directiva y un director general.

Un aspecto que sorprende del dccreto por

medio del cual se creó ci FIS, es ci hecho de que
ci mismo esté adscrito no a un ministerio cual-
quiera del sector social, sino al DNP. Respecto a
este punto es bueno traer a colación lo que paso
con ci Fondo DRI, el cual, como se sabe, inicial-
mente estuvo adscrito al DNP, pero por razones
de conflicto de intereses y de que, además, ci
DNP estaba desviando su atenciOn de los objeti-
vos propios de la institución, se decidió trasla-
darlo como una dependencia del Ministerio de
Agricultura, para luego conformarlo como esta-
biccimiento pOblico adscrito al mismo.

AsI, no se entiende que en un proceso de
racionalización del Estado se distraiga la acción
institucional de una entidad dedicada a la
plancación, para que se encargue de un Fondo
netamente operativo y de financiación. No obs-
tante que ci DNP puede ser una entidad que
ejcrza un eficiente papel en la coordinaciOn
intcrinstitucional, Ia experiencia pasada con ci
Fondo DRI pone de presente que más que soiu-
ciones, probablemente se generarán dificultades
a una entidad que de por si tiene copada su ca-
pacidad de acción.

El hecho de que ci FIS esté adscrito al DNP
puede intcrprctarsc como si la reforma del Esta-
do no avanzó lo suficiente en la reestructuraciOn
del mismo, ya quc existe ci vacIo que liena ci
DNP de no contar con ci ministerio de lo social,
ci cual deberla estar conformado con
viccministerios fuertes y especiaiizados en las
diferentes areas.

Un aspecto final respecto a! FIS tiene que ver
con ci nombramicnto del director general del
Fondo. Se mantiene la indeseable práctica de que
quicn 10 elija no sea su inmediato superior, ci
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director del DNP, sino ci presidente de la Repü-
blica, quien además tiene la potestad de remo-
verb. Muchos han sido los casos en que el nom-
bramiento de un alto funcionario por parte del
presidente de la Repüblica obedece a criterios
más allá de los propios del cargo, lo cual genera
conflictos en el manejo de la institución, iiegán-
dose a casos de cuestionamiento en las lIneas de
mando.

B. Fondo para la Infraestructura Vial y
Urbana

Mediante el artIculo 19 del Decreto 2132, Se au-
torizó la ampliación de las actividades de
Findeter. EspecIficamente se estabiece que esta
institución administrará, mediante un sistcma
especial de cuentas, ci Fondo de Cofinanciación
para la Infraestructura Vial y Urbana.

Los recursos del Fondo deberán destinarse a
cofinanciar los proyectos regionaics en la cons-
trucción, rehabilitación y mantenimiento de
vIas departamentales y veredales, y de progra-
mas y proyectos en las areas urbanas en acue-
ductos, plazas de mercado, mataderos, asco,
tratamiento de basuras, calies, malla vial urba-
na, parques, escenarios deportivos, zonas pübli-
cas de turismo y obras de prevención de desas-
tres.

Como se vera más adelante, ci DRI continua
financiando la construcción y mantenimiento de
vIas veredales e igual potestad Ic compete al
Fondo de Cofinanciación para la Infraestructura
Vial y Urbana. En este sentido hubiera sido más
lógico asignar esta función en aqueiia entidad
especializada en el area rural, como es ci DRI, y
no mantener la duplicidad que hasta ahora se

venIa presentando entre Caminos Vecinales y
el Fondo DRI. Este fue un conflicto que en lugar
de resolverse, se mantuvo vigente.

Al ubicarse ci Fondo de infraestructura urba-
na en ci Findeter, se especializa a la entidad en
la prestación de servicios de financiación y
cofinanciación a las entidades del sector urbano,
lo cual es un acierto en la racionalización del
Estado. Además, esto es adecuado ya que debe
mantenerse en la mira ci criterio de que en el
largo plazo deben reducirse y eliminarse las
transferencias permanentes del sector central a
los entes territoriales. Dc cumplirse esto, la enti-
dad iiarnada a permancccr como mecanismo de
apoyo, a través de la financiación de programas
y proycctos, es Findeter.

C. Fondo para la Inversion Rural-DRI

Mediante ci artIculo 10 del Decreto 2132, el Fon-
do DRI se transformO en ci Fondo de Cofinan-
ciación para la Inversion Rural-DRI. Este Fondo
continua siendo un estabiccimiento pOblico del
orden nacionai, adscrito al Ministerio de Agri-
cultura, dotado de personerla jurIdica, patrimo-
nio propio y autonomIa administrativa.

El objeto del DRI es Ia cofinanciación de pro-
gramas y proyectos de inversion para las areas
ruraies en general y on especial en las areas de
economIa campesina y en zonas de minifundio,
de colonizaciOn y las comunidades indIgenas.
Estos programas y proyectos deberán ser pre-
sentados por las respectivas entidades territoria-
les. Las areas on las cuaies se cofinanciarán pro-
yectos son: asistencia técnica agropecuaria, co-
mer-ciaiización, adquisicion de tierras, proyec-
tos de irrigación, rehabilitación y conservación
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de cuencas, control de inundaciones, acuacultura,
pesca, eiectrificación, acueductos, subsidio a la
vivienda rural, saneamiento ambiental y vIas
vcredaies.

Entre las actividades de cofinanciación ntran
algunas nuevas, las cualcs no se cofinanciaban
iiltimamcnte. Este es ci caso de la adquisicion
de tierras, control de inundaciones, electrifica-
ciOn y subsidio a Ia vivienda rural.

En las primeras etapas del DRI Sc financió la
actividad de eIcctrificación y los resultados obte-
nidos fueron buenos. Para las otras actividades
no existc on Ia institución experiencia on su ma-
nejo. Dc otra parte, se espera quo al trasiadarle
al DRI la función de cofinanciar ci subsidio a la
vivienda rural, se puedan ejecutar los recursos
disponibies, ya quo los problemas propios de la
Caja Agraria y su falta de especialización en este
tipo de programas, se convertIa on un cuello de
boteiia que impedIa ci buen dcscmpeno del pro-
grama.

En materia de adquisición de tierras, y dc
mantenerse el programa nacional de tierras del
Incora, debcn definirse criterios claros que per-
mitan dirimir los posibles conflictos que surgIan
entre Ia vision nacional de un problema de tierras
y la municipal. Sin lugar a dudas, la decision de
permitifle a los alcaldes tener la iniciativa para
resolver ios posibics conflictos por el uso de la
tierra agropecuaria en su jurisdicción, es buena y
ayuda a agilizar Ia solución de este tipo de pro-
blemas. Esto obligarIa al Incora a trabajar más
articuladamente su poIItica de tierra con las au-

toridades locales, con ci propósito de evitar con-
flictos entre las demandas y las realizaciones. Dc
esta forma los posibics conflictos encontrarán un
mayor apoyo a nivel regional.

Los diferentes programas y proyectos, segün
ci decreto, deberán hacer parte de un proyecto
de desarroilo rural integrado. Esto es una ade-
cuada forma de impulsar el que los municipios
diseñen sus propios planes de desarrollo, instru-
mento fundamental para dirigir y orientar este
proceso a nivel regional. Al mantenersc este cri-
tcrio, Sc logra quo ci uso de los recursos, tanto
nacionales como locales, sea más eficiente, ya que
las accic)nes dcrivadas del proyecto o programa
financiado no son aisladas.

No obstante las bondades anotadas, la dcci-
sión de ampliar la cobertura del DRI a todas las
zonas rurales1 , significa que se pasa de un esque-
ma relativamcntc más focalizado, en ci que para
ello se utilizaban criterios de pobreza y grado de
campesinidad dc los distintos municipios, a un
sistcma "universal", en ci que toda la pobiación
rural cstá en igualdad de condiciones para acce-
der a los recursos del Fondo de Cofinanciación.
En otras palabras, con ci nuevo diseño de este
Fondo prima ci critcrio de dcsarrollo rural sobre
uno dc focalizaciOn de las acciones.

Con ci objcto dc lograr un mayor nivel de
focalización y dada la situación actual, en la que
diferentes programas atienden ciertas pobiacio-
nes diferenciadas on la mayorIa de los casos por
situaciones de pobreza, presencia del Estado,
niveles de violencia, grado de campesinidad, etc.,

I Nose debe olvidar que muchas de las grandes ciudades como Bogota y Medellin tienen dentro do su territoriedad amplias
zonas rurales, las cuales podrIan ser objeto do financiación.
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y en razón a quo atin persiste un gran desbalance
a nivel de las zonas rurales, existiendo algunas
cuya situación de desarrollo es bastante acepta-
ble y otras on un gran estado de atraso, es indis-
pensable diferenciar la acción del Estado, de tal
forma que los recursos de cofinanciación prove-
nientes del gobierno central se dirijan efectiva-
mente hacia los grupos más necesitados y que
sirvan como mecanismo para reducir el grado
de desbalance on el desarrollo regional. Esto
quiere decir que al disenarse Ia matriz de
cofinanciación se debc establecer, on la medida
de lo posible 2 , niveics diferenciales de
cofinanciación, de forma tal que ci resuitado fi-
nal de Ia misma permita la auto-focalización on
la asignación de recursos, eliminándose de esta
manera ]as dificuitades derivadas de la univer-
salizaciOn de la cobertura.

En general, se anota quo en Ia configuración
de ]as juntas directivas de los Fondos de Cofi-
nanciación no se colocaron representantes de ]as
gobernaciones, ni de los municipios, sino quo se
dejó ciaro ci mensaje de que los recursos eran de
origen nacional y quo por ende su manejo deberIa
hacerse a este nivel. No obstante lo anterior,
debiO permitirse la presencia de un representan-
te regional en las distintas juntas, ya que ci obje-
to de los Fondos es el apoyo al desarrollo de las
regiones y son elias quienes finalmente se bene-
fician de las inversiones do ]as cuales participan
financieramente.

D. Disposiciones comunes a los fondos

El capItulo IV del decroto do croación de los Fon-

dos de Cofinanciación contempia una serie de
disposiciones comunes a los Fondos. AsI, se es-
tablecen funciones relativas al manejo de los re-
cursos del sistema de cofinanciación, principios
de la cofinanciación, apropiaciones presu-
puestales, creación del Conpes Social, el cual se
discutió anteriormente, manejo de los recursos
de cofinanciación y organización regional.

En razón al alto grado de desequilibrio, tanto
social y económico como en materia institucional
quo cxiste a nivel departamental y municipal, re-
sulta adecuada Ia reglamentaciOn mediante la
cual se obliga a los Fondos de Cofinanciación a
adoptar polIticas de apoyo y asesorIa a los en-
tes territoriales on Ia formuiación, preparación,
evaluación y tramitación de los programas y
proyectos quo pongan a la consideración de las
mencionadas entidades. Ojalá en la reglamen-
taciOn del decreto se haga especial énfasis a
este punto, ya quo la experiencia del Fondo
DRI muestra quo uno de los principales cuellos
de botella de la cofinanciación y de Ia focaliza-
ción está on la falta de preparación de muchos
municipios para poder sacar pleno provecho
dc dicho mecanismo.

Se estabiece, asI mismo, que los Fondos de
Cofinanciación dcberán adoptar cupos indicati-
vos do recursos segiin regiones, categorIas de
entidades territoriales, sectores y programas, para
lo cual so tcndrán on cuenta una serie de criterios
rolacionados con las caractorIsticas de los distintos
mu nici pios.

La adopciOn do estos cupos regionales

2 Tengase on cuenta que la auto-focalizaciOn es posibie on ci caso de aigunos componentes, sin embargo, en otros es difIcil la
difcrenciaciOn de usuarios, a menos quo la misma Sc haga simultáneamentc municipio-bencficiario.
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reconoce ci hecho de quc los distintos Fondos
aticndcn poblaciones y actividades diferentes, y
quo por Jo tanto los mecanismos de cofinan-
ciación deben, manteniendo un objetivo y sentido
comün, reconocer esta diversidad de situaciones.
Los cupos regionales deben interpretarse como
un instrumento complementario de la matriz de
cofinanciación, la cual Sc convierte en el verda-
dero diferenciador de municipios y actividades.
Lo anterior supone que cada Fondo deberá esta-
blecer su propia matriz de cofinanciación, de
acucrdo con las caracterIsticas de las actividades
y del sector que se cofinancia. Con ci objeto de
reforzar el funcionamicnto dc Ia matriz, se pue-
den estabiecer cupos regionales globales. Estos
podrIan ser, por ejemplo, por tipo de munici-
pios.

AquI se mantiene la hipótesis dc que los
mecanismos de cofinanciación deben servir
como instrumentos para reducir los desbalances
regionales existentes en diversos campos (econó-
mico, social, fiscal, etc.), al tiempo que dcben
obcdeccr a objetivos cspccIficos de desarroilo
económico y social. Todo Jo anterior debe lievar
a que la asignación de los recursos nacionales,
canalizados a través de los Fondos de Cofi-
nanciaciOn, y dc los regionales, sea la más efi-
ciente posible. Un resultado adicional del pro-
ceso de cofinanciaciOn debe consistir en ci forta-
lecimiento de la capacidad de plancamicnto y
control intergubernamental a nivel regional. Fi-
nairnente y de mancra indirecta, la cofi-
nanciación estimula ci csfucrzo fiscal dc los mu-
nicipios y dcpartamcntos.

AsI, la cofinanciación es un instrumento ütil
de fortalecimiento y profundización del proce-
so de descentralización, al tiempo quo Ic permi-

te al gobierno central lograr que los recursos
dirigidos a los programas de cofinanciaciOn
cumplan con la tarea de promover ci desarrollo
económico y social de las regiones bajo crite-
rios redistributivos y de equidad. No obstante,
es necesario que el gobierno central fortalezca
los instrumentos de diseno y cjecución de las
policas, de forma tal que el resultado final sea
el fortalecimiento de las diversas instituciones en
los diferentes niveles. En este contexto, los Fon-
dos dc Cofinanciación solo deben verse como
instrumentos a través dc los cuales se canalizan
rccursos a las rcgioncs.

El ordcnamicnto institucional que significa la
crcación de Fondos de CofinanciaciOn especiali-
zados por actividades y sectores a atender, deja
sin piso gran parte de las actividades de otros
programas como ci PNR, limitándolos a accio-
nes muy especializadas y con otros interlocutores
diferentes, adcmás de las autoridades departa-
mentales y municipales. Con ci objeto de man-
tener y fortalecer las estructuras institucional y
de planeaciOn a nivcl regional, deberIa contem-
plarse Ia posibilidad de institucionalizar, en los
mecanismos dc cofinanciación, las instancias de
participación creadas por ci PNR, como son los
Consejos Dcpartamcntalcs y Municipales de Re-
habilitación, y las VccdurIas Populares.

AsI, ci rcordcnamicnto hccho a través de los
Fondos dc Cofinanciación significa la necesidad
do rcpcnsar ci papcl que debe jugar ci PNR. A la
luz de la creación de los Fondos de Cofi-
nanciación, y ci fortalecimiento y ampliación del
campo dc acción del Fondo de Solidaridad y
Emcrgcncia, parecicra quo la parte de los recur-
SOS de la dirección del PNR quo competen di-
rcctamcnte con los Fondos de Cofinanciación
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deberIan pasarse a éstos. Sin embargo, los recur-
SOS correspondientes al rubro "Proyectos Espe-
ciales" del PNR y otros de la organización y Ca-
pacitaciOn comunitaria, deberlan mantenerse
como un programa especial del Fondo de Soli-
daridad y Emergencia. Ello implicarla la necesi-
dad de afinar los mecanismos de cofinanciación
de los Fondos, permitiendo la focalización del
gasto hacia los municipios y comunidades cu-
biertas actualmente por el PNR. Ello en razón a
que este Programa atendIa, en buena parte, acti-
vidades relacionadas con situaciones estructura-
les y de desarrollo. Las otras actividades, más
de carácter coyunturai, quo adelanta ci PNR, p0-

drIan ser ejecutadas a través del Fondo de Soli-
daridad y Emergencia.

Lo anterior pone de presente la necesidad
que existe de definir claramente los objetivos y
el campo de acción del Fondo de Solidaridad y
Emergencia Social, pues como quedó establecido
en el Decreto 2133 del 30 de diciembre, existe Ia
posibilidad de quo este Fondo actüe en los mis-
mos campos, para la misma población objetivo
y bajo condiciones más preferenciaies quo los
Fondos de Cofinanciación, convirtiéndose on
competencia y fuente de desorden institucional.
En principio pareciera quo los Fondos de Cofinan-
ciación deben ser, como se dijo anteriormente,
mecanismos disefiados exclusivamente para
atender situaciones de tipo estructurai, on tanto
que el Fondo de Solidaridad deberIa responder
a problemas de corte coyuntural y, como lo
dice su nombre, de emergencia social. Adcmás,
este Fondo es ci iinico que tiene la posibilidad,
por su estructura y prerrogativas, de actuar y
dar respuesta efectiva a este tipo de situaciones.

Dc ahora en adelante los distintos ministerios

tendrán mayor ingerencia en el diseño y control
de las polIticas nacionales que tienen que ver
con los mecanismos de cofinanciación. Esto es
bueno pues no deben ser los Fondos de Cofinan-
ciación a quienes les corresponda el diseño y de-
finición de las polIticas, ya que su papel es el de
ejecutores de las polIticas establecidas por los co-
rrespondientes ministerios.

Otro de los principios de cofinanciación con-
siste en la posibilidad de cofinanciar los recursos
de preinversión y desarrollo institucional. Como
se ha dicho en repetidas ocasiones, uno de los
mayores esfuerzos que deben desarroliar los
Fondos de Cofinanciación es el de poder poner a
los municipios mãs atrasados on la capacidad
efectiva de competir por los recursos de cofinan-
ciación. Con la posibilidad de cofinanciar la
preinversión se logra, en parte, que ello asI sea.

Uno de los mayores avances que se lograron
con Ia creación de los Fondos de Cofinanciación,
es el de permitir quo el manejo de los recursos
de cofinanciaciOn Sc haga mediante contratos de
fiducia. En ci pasado reciente el Fondo DRI tenIa
problemas en razón a que el manejo presupuestal
impedIa la agilidad en la ejecución, caracterIstica
fundamental para la buena marcha de un siste-
ma de cofinanciación, restándole efectividad en
la respuesta al Fondo. Esto se soluciona con el
manejo fiduciario, pues Ia ejecución no estará
afectada por ci manejo via presupuesto nacional.
La experiencia que otros programas han tenido
con el manejo fiduciario, aunque apunta hacia la
efectividad en la ejecución, muestra al mismo
tiempo que, sin un adecuado control presu-
puestal y financiero, se pueden presentar proble-
mas con ci manejo de los recursos. AsI, la crea-
ción de mecanismos de control deberá estar en
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la agenda de prioridades de los Fondos de
Cofinanciación.

E. Fondo de Solidaridad y Emergencia
Social

Mediante ci Decreto 2133 del 30 de diciembre
de 1992, se fusionó ci Fondo Especial de la Pre-
sidencia de la Repüblica al Fondo de Solidari-
dad y Emergencia Social. Este Fondo fue orde-
nado por Ia Constitución Poiltica de Colombia
de 1991 mediante ci artIculo transitorio 46. En
este artIculo se establecIa que ci Fondo tendrIa
una duración de cinco años y que su objeto scrIa
financiar proyectos de apoyo a los sectores más
vulnerables de la población colombiana.

El Fondo de Solidaridad y Emergencia Social
es un establecimiento püblico del orden nacio-
nal, dotado de personcrIa jurIdica, autonomIa
administrativa y patrimonio propio. Su objeto es
financiar, cofinanciar y coordinar proyectos de
apoyo a los sectores más vulnerabics de la p0-

blaci6n colombiana y obtener recursos de coope-
ración nacional e internacional.

Con la expedición del mencionado proyecto,
se fortalece ci Fondo de Solidaridad y Emergen-
cia Social, además que se amplIa la cobertura de
actividades en ]as cuales puede intcrvenir ci
Fondo. AsI, ci Fondo podrá adelantar programas
que tengan por finalidad promover los derechos
constitucionales y contribuir a la satisfacción de
las necesidades de ]as personas y grupos vulne-
rabies por diferentes razones (violencia, condi-
ciones económicas, fIsicas y mentales, o por vir-
tud de la edad y ci sexo). También Ic correspon-
de realizar ]as acciones necesarias para contri-
buir al proceso de reconciliaciOn nacional. Ade-

lantar programas de desarrollo social e
institucional de las comunidades donde se pre-
senten mayores problemas de pobreza,
marginamiento y necesidades básicas insatisfe-
chas. Le compete al Fondo desarroilar progra-
mas de generación de empleo y mejoramiento
de ingresos. Ejecutar los programa especiales
que defina ci presidente de la Repüblica en bene-
ficio de los sectores sociales más vuinerables y
para asegurar la convivencia pacIfica de la po-
blación colombiana. Por üitimo, ci Fondo de
Solidaridad y Emcrgcncia podrá ilevar a cabo
programas o proycctos especiales que contribu-
yan a conjurar una situación de emergencia social
o quo demanden una atención especial del Esta-
do.

Como Sc ye, con ci Decreto 2133 se ampila ci
campo de acción del Fondo de Solidaridad y
Emergencia mucho más allá de lo inicialmente
establecido por la Constitución. No solo se
habla de financiaciOn de proyectos sino que se
puedcn cofinanciar y coordinar éstos. For otra
parte, on ci artIcuio transitorio 46 se hacia refe-
rencia tan solo a proyectos de apoyo a los secto-
res más vuincrables de la población colombiana.
Ahora se habia de programas que promuevart
los derechos constitucionales y contribuyan a 1 a
satisfacciOn de necesidades de todo tipo de po-
biación vulnerable sea por condición de violen-
cia, económica, fIsica, mental, edad, sexo,
etc. TambiOn Sc pueden adeiantar acciones en
ci campo de la reconciiiación riacional, progra-
mas en zonas de pobreza, marginamiento y ne-
ccsidades básicas insa tisfechas, programas de
generaciOn de cmpleo y mejoramiento del in-
grcso, etc.

Del análisis de las funciones del Fondo de
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Solidaridad y Emergencia se conciuye que el
mismo puede adelantar tanto acciones de tipo
coyuntural, que serIan aquellas más acordes con
situaciones de emergencia social, como las de
más corte estructural. Tampoco se diferencia por
población objetivo, pues puede atender todo tipo
de población y no solo la vulnerable, además que
lo puede hacer en una gran diversidad de situa-
ciones. AsI, el instrumento más idóneo para
focalización y apoyo a los programas de ajus-
te, se convierte en el más universal en términos
de población objetivo y tipo de programa.

Por su mismo carácter, ci Fondo de Solidari-
dad y Emergencia deberla ser el compiemento
de los Fondos de Cofinanciación, sin embargo,
como se le ha constituido Sc convierte en una
fuente de competencia, que puede llevar a limi-
tar y entorpecer la acciOn de los Fondos. El
gobierno deberá, en la rcglamentacion del Fon-
do de Solidaridad, tratar de definir y ordenar,
bajo criterios de focalización y apoyo de tipo co-
yuntural, la acción del mismo.

La experiencia de otros programas con los
cuaics se ha querido abarcar muchas actividades
y diversos tipo de pobiación, muestran, por una
parte, que con presupuestos limitados, Ia ampli-
tud de las accioncs llcvan a que los programas
pierdan efectividad, pucs el tamaño de las nece-
sidades está por encima de los recursos, y,
por otra, que la asignaciOn de los recursos no
sea la más eficiente, ya que no se tienen claros
los objetivos que so persiguen.

III. Conclusiones

La anterior discusión se ha centrado en ci

análisis de los cambios institucionales adelan-
tados por el gobierno nacional en desarrollo
del denominado programa de modernización
del Estado y fundamentados los mismos en ci
artIculo 20 transitorio de la nueva carta polItica.
Como se vio, las principales modificaciones,
además de la puesta en marcha del Conpes
para la polItica social, consisten on la creación de
los Fondos de Cofinanciación. Estos Fondos son
mecanismos de cofinanciación de programas y
proyectos de los entes territoriales. Cada Fondo
tiene areas especIficas de financiación y sectores
a atender. Con los Fondos especializados se lo-
gra, entre otras cosas, un mejor ordenamiento
sectorial, adcmás de que con el proyecto se les
dota de una scrie de instrumentos que facilita-
ran su operaciOn.

En la prcscnte discusión se ha mantenido Ia
hipótcsis de que la cofinanciaciOn es un instru-
mento ütil de fortalecimiento y profundizaciOn
del proceso de descentralización, al tiempo que
Ic permite al gobierno central lograr que los re-
cursos dirigidos a los programas de cofinan-
ciación cumplan con Ia tarea de promover el de-
sarrollo cconómico y social de las regiones bajo
critcrios redistributivos y de equidad. No obs-
tante, es necesario adoptar una serie de medidas
que permitan que ci mecanismo opere plena-
mente.

Como se dijo, los Fondos de Cofinanciación
sOlo puedcn verse como mecanismos de
cofinanciamiento. Sus programas deben respon-
der a los lineamientos de polItica disenados y
lidcrados por los distintos ministerios y entida-
des competentes. En ningOn momento dichos
Fondos pucdcn reemplazar a estas instancias. En
estc sentido es fundamental que Se promueva el

88



AJUSTE INSTITUCIONAL EN EL SECTOR SOCIAL

fortalecimiento institucional del sector social tanto
a nivel central como local.

De otra parte, con el propósito de evitar que
los Fondos de Couinanciamiento se conviertan
en instrumentos de promociOn de programas y
proyectos en los que los criterios de calidad de
los servicios puedan perderse de vista, es nece-
sario establecer, en los criterios técnicos de ele-
gibilidad de proyectos, elementos que involucren
el concepto de calidad de los servicios. Esto
también pone de presente Ia importancia que tie-
ne ci fortalecimiento institucional del sector, al
que se hizo referencia en el párrafo anterior.

Varios aspectos deben ser tenidos en cuenta
al momento de reglamentar los Fondos de
Cofinanciamiento. Por una parte, deberá pre-
cisarse el campo de acción del Fondo de Solida-
ridad y Emergencia, y en lo posible deberá
buscarse que sus actuaciones estén debidamente
coordinadas con los otros Fondos. Para ello se
deberá tener en cuenta ci alcance inicial que se Ic
quiso dar a este Fondo en la nueva constitu-
ciOn. Esta definición de funciones tiene como

consecuencia que ci gobierno de be determinar,
entre otras cosas, ci papel institucional que ju-
gará ci PNR. Dc otra parte, es fundamental
que en ci diseno de la matriz y en la fijación de
los cupos regionales se diferencie la acción del
Estado, de tal forma que los recursos de cofi-
nanciación provenientes del gobierno central se
dirijan efectivamente hacia los grupos más ne-
cesitados y que sirvan como mecanismo para re-
ducir ci grado de dcsbaiance en ci desarrollo re-
gional. Esto quicrc decir que al disenarse la ma-
triz de cofinanciaciOn se debe establecer, en la
medida de lo posibie, niveles diferenciales de
cofinanciación, de forma tal que el resultado fi-
nal de la misma permita la auto-focalización en
la asignación de recursos..

AsI mismo, en la reglamentación serla desea-
ble crear mecanismos que permitan la presencia
de representantes regionales en las instancias de
decision de los Fondos de Cofinanciación, ya
que ci objeto de los mismos es el apoyo al desa-
rroiio de ]as regiones y son ellas quienes final-
mente se benefician de las inversioncs de las
cuales participan financieramente.
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